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Resolución Directoral N.º 4242-2024-JUS/DGTAIPD-DPDP 

 Lima, 29 de noviembre de 2024 

VISTO: El memorando N.º 00412-2024-JUS/TTAIP mediante el cual el 
Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información Pública (en adelante, TTAIP), 
remite a la Dirección de Protección de Transparencia, Acceso a la Información Pública 
y Protección de Datos Personales (en adelante, DGTAIPD) el Expediente N.º 001305-
2024-JUS/TTAIP que contiene la Resolución N.º 001508-2024-JUS/TTAIP-PRIMERA 
SALA, remito para su conocimiento y fines pertinentes de acuerdo a su competencia. 

CONSIDERANDO: 

I. Antecedentes.

1. Mediante Memorando N.º 00412-2024-JUS/TTAIP de 16 de mayo de 2024, el
TTAIP remite a la DGTAIPD el Expediente N.º 001305-2024-JUS/TTAIP
generado por el recurso de apelación interpuesto por la señora

(en adelante, la administrada) contra silencio negativo realizado por
el Hospital Santa Rosa de Puerto Maldonado.

II. Competencia.

2. La competencia para resolver el procedimiento trilateral de tutela corresponde
a la Dirección de Protección de Datos Personales de la Dirección General de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos
Personales, conforme con lo establecido por el literal b) del artículo 74 del
Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Justicia y
Derechos Humanos, aprobado por Decreto Supremo N.º 013-2017-JUS.

Expediente N.º 

090-2024-PTT
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III. Análisis. 
 
El objeto de la Ley de Protección de Datos Personales y el derecho de 
acceso a los datos personales.  
 

3. El artículo 2, numeral 6, de la Constitución Política del Perú reconoce el 
derecho que toda persona tiene a que los servicios informáticos, 
computarizados o no, públicos o privados, no suministren informaciones que 
afecten la intimidad personal y familiar. 
 

4. En desarrollo del mencionado derecho constitucional fue aprobada la Ley N.º 
29733, Ley de Protección de Datos Personales (en adelante la LPDP) en cuyo 
artículo 2, numeral 16 define al titular de los datos personales como la 
"persona natural" a quien corresponden los datos personales y establece en 
su artículo 1 que tiene como objeto "garantizar el derecho fundamental a la 
protección de los datos personales, previsto en el artículo 2, numeral 6, de la 
Constitución Política del Perú, a través de su adecuado tratamiento, en un 
marco de respeto de los demás derechos fundamentales que en ella se 
reconocen".  
 

5. Respecto a la definición de datos personales, el artículo 2, numeral 4, de la 
LPDP, los define como “toda información sobre una persona natural que la 
identifica o la hace identificable a través de medios que pueden ser 
razonablemente utilizados”.  

 
6. Complementando el concepto de datos personales, el numeral 4 del artículo 

2 del Reglamento de la LPDP los define como "aquella información numérica, 
alfabética, gráfica, fotográfica, acústica, sobre hábitos personales, o de 
cualquier otro tipo concerniente a las personas naturales que las identifica o 
las hace identificables a través de medios que puedan ser razonablemente 
utilizados".  

 
7. Se entiende que para que estemos frente a datos personales, se requiere la 

concurrencia de dos elementos:  
 

a) La existencia de una información o datos de una persona natural.  
b) La información o datos puedan vincularse a una persona física identificada 

o identificable.  
 

8. En materia de protección de datos personales, se considera que, una persona 
es "identificada" cuando, dentro de un grupo de personas, se la distingue de 
todos los demás. Por otro lado, una persona es "identificable", directa o 
indirectamente cuando, aunque no se la haya identificado todavía, sea posible 
hacerlo.  
 

9. En ese sentido, el criterio que permite determinar si una información es o no 
dato personal consiste en preguntarse si el conocimiento por parte de terceros 
de esos datos puede tener consecuencias para el titular o si a partir de esa 
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información puede tomarse alguna decisión que lo afecte. 
 

10. La LPDP en el Título III y el Reglamento de la LPDP regulan los derechos de 
acceso, rectificación, cancelación y oposición de los datos personales sobre 
los cuales un posible afectado puede iniciar vía reclamación su derecho de 
tutela ante la DPDP, a fin de garantizar al ciudadano el control sobre sus datos 
personales. 

 
11. De esta forma, el titular de los datos personales que se ve afectado por el 

titular del banco de datos o el responsable del tratamiento busca que se 
revierta la afectación de su derecho tales como el derecho a ser informado de 
cómo y por qué se tratan sus datos personales, el derecho a acceder a los 
datos que se están tratando; y, en caso lo solicite, se pueda realizar la debida 
rectificación, cancelación y oposición de sus datos personales, a fin que 
vuelva a tener el control de sus datos personales frente a terceros, en su 
aspecto conocido como “autodeterminación informativa”. 

  
12. El procedimiento administrativo de tutela tiene naturaleza trilateral, lo que 

significa que es un procedimiento especial seguido ante la DPDP y que dirime 
un conflicto entre dos o más administrados cuando exista una afectación del 
ejercicio de los derechos establecidos en la LPDP y se sujetará a lo dispuesto 
por los artículos 229 a 2381 del TUO de la LPAG, según lo previsto en el primer 
párrafo del artículo 74 del reglamento de la LPDP.  

 
13. Este procedimiento supone la puesta en conocimiento de la DPDP de un 

conflicto en específico entre el titular del dato personal y un titular del banco 
de datos o el responsable del tratamiento, previo cumplimiento de 
determinados requisitos de admisibilidad y procedencia para el trámite de la 
reclamación. 

 
14. Es así que, dicho procedimiento de acuerdo a la LPDP y su Reglamento recibe 

la denominación de derecho a la tutela seguido ante la DPDP que se iniciará 
una vez que el titular o el encargado del banco de datos personales hayan 
denegado total o parcialmente el ejercicio de los derechos establecidos en la 
LPDP. 

 

15. La LPDP en el Título III y su Reglamento regulan los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición de los datos personales sobre los cuales 
un posible afectado puede iniciar vía reclamación su derecho de tutela ante la 
DPDP. 

 
16. En ese sentido, para iniciar el procedimiento trilateral de tutela, el artículo 74 

del reglamento de la LPDP, establece que el titular de los datos personales 
deberá presentar con su solicitud de tutela: (i) El cargo de la solicitud de tutela 
que previamente envió al titular del banco de datos personales o responsable 

 
1 Los artículos 229 a 238 del TUO de la LPAG, corresponden al Título IV: Del Procedimiento Trilateral, del Procedimiento 

Sancionador y la Actividad Administrativa de Fiscalización, Capítulo I: Procedimiento Trilateral. 
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del tratamiento para obtener de él, directamente, la tutela de sus derechos; y, 
(ii) El documento que contenga la respuesta del titular del banco de datos 
personales o responsable del tratamiento, con la denegatoria de su pedido o 
la respuesta que considere no satisfactoria, de haberla recibido. 
 

Sobre el ejercicio del derecho de acceso  
 

17. Consta en el expediente remitido que, la administrada requirió a la entidad una 
copia de la planilla de pagos de sus remuneraciones en formato digital PDF y 
conocer relación de las personas que autorizaron descuentos en mi planilla 
de pago los descuentos por tardanzas de las siguientes fechas (junio del 2023, 
Julio del 2023, agosto del 2023, Setiembre del 2023, octubre del 2023, 
noviembre del 2023.); explicación y devolución de descuentos efectuados; y 
la compensación de trabajo efectuado en mis horas libres en el periodo del y 
área del Hospital en la sección UCI COVID, por la cantidad de 276 horas. 
 

18. De la documentación obrante en el expediente, figura que, respecto a la 
solicitud de la administrada el Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública mediante Resolución N.º 001508-2024-JUS/TTAIP-
PRIMERA SALA de 15 de abril de 2024 resolvió lo siguiente:  

 
“(…)  
Que, con fecha 6 de marzo de 2024, la recurrente requirió a la entidad  
 

“1. Solicito información de acceso público respecto a los récord o relación de 
asistencia laboral de su representada, copia de la planilla de pagos de 
remuneraciones de la suscrita en formato digital PDF para ser enviado al 
correo electrónico xxxx@icloud.com, asimismo relación de las personas que 
autorizaron descuentos en mi planilla de pago los descuentos por tardanzas 
de las siguientes 
fechas: 

-Junio del 2023. 
-Julio del 2023. 
-Agosto del 2023. 
-Setiembre del 2023. 
-Octubre del 2023. 
-Noviembre del 2023.” 

 
Que, al respecto, el Tribunal Constitucional ha establecido en el Fundamento 6 de 
la sentencia recaída en el Expediente N° 00693-2012-PHD/TC que por el derecho 
de autodeterminación informativa toda persona puede obtener la información que 
le concierne, al precisar lo siguiente: “(…) el derecho a la autodeterminación 
informativa también supone que una persona pueda hacer uso de la información 
privada que existe sobre ella, ya sea que la información se encuentre almacenada 
o en disposición de entidades públicas, o sea de carácter privado. En ese sentido, 
parece razonable afirmar que una persona tiene derecho a obtener copia de la 
información particular que le concierne, al margen de si ésta se encuentra 
disponible en una entidad pública o privada”; 
 
Que, por otro lado, el referido colegiado ha señalado que negar el acceso a la 
información de la vida laboral constituye una vulneración del derecho a la 
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autodeterminación informativa y no al derecho de acceso a la información pública, 
pues así se desprende del Fundamento 7 de la sentencia recaída en el Expediente 
N° 00146-2015-PHD/TC, que señala lo siguiente: “Conforme se aprecia del 
petitorio de la demanda, lo que el actor pretende es acceder a la información que 
la emplazada custodiaría respecto de su vida laboral desde el mes de enero de 
1966 hasta el mes de diciembre de 1992. Siendo así, el asunto litigioso radica en 
determinar si su entrega resulta atendible o no. Si bien el actor ha invocado como 
derecho presuntamente afectado el derecho de acceso a la información pública, 
regulado en el artículo 2, inciso 5, de la Constitución, este Tribunal estima, en 
aplicación del principio iura novit curia, que el derecho que se habría vulnerado es 
el de autodeterminación informativa, consagrado en el inciso 6 del artículo 2 de la 
Carta Magna. Por ello se emitirá pronunciamiento al respecto” (subrayado 
agregado); 
 
Que, el artículo 33 de la ley antes citada establece que la Autoridad Nacional de 
Protección de Datos Personales ejerce, entre otras funciones, las siguientes: “15. 
Atender solicitudes de interés particular del administrado o general de la 
colectividad, así como solicitudes de información” y “16. Conocer, instruir y 
resolver las reclamaciones formuladas por los titulares de datos personales por la 
vulneración de los derechos que les conciernen y dictar las medidas cautelares o 
correctivas que establezca el reglamento”; 
 
Que, en consecuencia, habiéndose advertido que el requerimiento formulado por 
la recurrente no corresponde a una solicitud de acceso a la información pública, 
sino a un requerimiento de información laboral propia, esto es, su registro de 
asistencia y una resolución que le asigna determinadas funciones, dicha 
pretensión corresponde al ejercicio del derecho de autodeterminación informativa, 
por lo que este Tribunal no tiene competencia para pronunciarse sobre la petición 
presentada por la solicitante en este extremo, por lo que corresponde declarar 
improcedente el recurso de apelación; 
 
(…) 
Sobre la improcedencia del ítem 1.1 de la solicitud 
 
La recurrente, solicitó la siguiente información: 
 

“1.1. Accesoriamente indico, solicito explicación y devolución de descuentos 
efectuados respecto a la justificación de motivos respecto descuentos que 
efectuó la entidad a la suscrita por presuntamente haber llegado tarde en los 
mencionados meses precedentes del numeral 1, siendo que la entidad sabía 
perfectamente que tuve el proceso de parto de mis hijos múltiples (…)” 

 
Que, el numeral 122.1 del artículo 122° del Texto único Ordenado de la Ley N° 
27444, Ley de Procedimiento Administrativo General, aprobado por el Decreto 
Supremo N° 004-2019-JUS3, señala que el derecho de petición incluye las 
consultas por escrito a las autoridades administrativas, sobre las materias a su 
cargo, así como el sentido de la normatividad vigente que comprende su accionar, 
particularmente aquella emitida por la propia entidad. Este derecho implica la 
obligación de dar al interesado una respuesta por escrito dentro del plazo legal; 
 
Que, de igual forma se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en el 
Fundamento 6 de la Sentencia recaída en el Expediente N° 1797-2002-HD, al 
señalar que “En suma, el derecho de petición puede ser de dos clases: a) el 
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derecho de petición simple, el cual se manifiesta como un instrumento de 
participación ciudadana, y que incluye a la petición cívica, informativa y consultiva, 
y b) el derecho de petición calificado, que se manifiesta como adopción de un acto 
o decisión concreta y precisa por parte de la autoridad recurrida. Tales son los 
casos de la petición gracial y subjetiva…”; 
Que, en ese sentido, la información solicitada por el recurrente, se trata de una 
consulta formulada por la recurrente, cuya absolución requiere de un análisis 
conjunto de hechos y normas legales; 
 
Que, en dicha línea, es preciso enfatizar que, conforme al cuarto párrafo del 
artículo 13° de la Ley de Transparencia, dicha norma “no faculta que los 
solicitantes exijan a las entidades que efectúen evaluaciones o análisis de la 
información que posean”; 
 
Que, en el mismo sentido, en el Fundamento 12 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 05173-2011-PHD/TC, el Tribunal Constitucional ha señalado que: 
“… la solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la 
Administración Pública de crear o producir información con la que no cuente o no 
tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, la 
entidad de la Administración Pública deberá comunicar por escrito que la 
denegatoria de la solicitud se debe a la inexistencia de datos en su poder respecto 
de la información solicitada. Esta ley tampoco permite que los solicitantes exijan a 
las entidades que efectúen evaluaciones o análisis de la información que posean” 
(subrayado propio), por lo que, la solicitud efectuada por el recurrente queda fuera 
del ámbito de protección del derecho de acceso a la información pública; 
 
Que, en consecuencia, este Tribunal no tiene competencia para pronunciarse 
sobre la petición presentada por la solicitante, debiendo declararse improcedente 
el recurso de apelación materia de análisis; 

 
Sobre la improcedencia del ítem 2 de la solicitud 
 
Con el mencionado ítem, la recurrente solicitó, la siguiente información: 
 

“2. Asimismo, solicito reiteradamente la compensación de trabajo efectuado 
en mis horas libres en el periodo del y área del Hospital en la sección UCI 
COVID, por la cantidad de 276 horas que trabaje durante los periodos que 
la entidad me programo. 
 

- Febrero del 2021 (90 horas complementarias). 
- Marzo del 2021 (96 horas complementarias). 
- Febrero del 2022 (90 horas complementarias). 
-Turnos en la cantidad de 46. 
 Indico que no es la primera vez que solicito tal pretensión siendo que 
ya lo    había solicitado con anterioridad en las siguientes fechas: 
-Solicitud N° 07 (01/12/2023). ANEXO 2. 
-Solicitud N° 08 (01/12/2023). ANEXO 3. 
-Solicitud N° 09 (01/12/2022). ANEXO 4. 
-Solicitud N° 10 (01/12/2022). ANEXO 5. 
-Solicitud (21/07/2023). ANEXO 6. 
-Solicitud (21/11/2022). ANEXO 7. 
-Solicitud 08 (25/11/2022). ANEXO 8.” 
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Que, sobre el particular, el numeral 20 del artículo 2 de la Constitución señala que 
toda persona tiene derecho: “A formular peticiones, individual o colectivamente, 
por escrito ante la autoridad competente, la que está obligada a dar al interesado 
una respuesta también por escrito dentro del plazo legal, bajo responsabilidad”; 
 
Que, de igual forma se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en el 
Fundamento 6 de la Sentencia recaída en el Expediente N° 1797-2002-HD, al 
señalar que “En suma, el derecho de petición puede ser de dos clases: a) el 
derecho de petición simple, el cual se manifiesta como un instrumento de 
participación ciudadana, y que incluye a la petición cívica, informativa y consultiva, 
y b) el derecho de petición calificado, que se manifiesta como adopción de un acto 
o decisión concreta y precisa por parte de la autoridad recurrida. …”; (subrayado 
agregado); 
 
Que, el artículo 117 de la Ley N° 27444, define al derecho a la petición 
administrativa, consagrado en el inciso 20 del artículo 2 de la Constitución Política 
del Perú, como la facultad que tiene toda persona para “presentar solicitudes en 
interés particular del administrado, de realizar solicitudes en interés general de la 
colectividad, de contradecir actos administrativos, las facultades de pedir 
informaciones, de formular consultas y de presentar solicitudes de gracia”, así 
como la obligación que tiene la entidad “de dar al interesado una respuesta por 
escrito dentro del plazo legal”; Que, respecto al pedido, el artículo 1184 de la Ley 
N° 27444 regula la facultad de todo administrado de formular peticiones en su 
interés particular, siendo que, en el caso de autos, la recurrente efectuó una 
petición en concreto que no guarda relación con el derecho de acceso a la 
información pública; 
 
Que el literal 93.1 del artículo 93 de la Ley N° 27444 establece que el órgano 
administrativo que se estime incompetente para la tramitación o resolución de un 
asunto remite directamente las actuaciones al órgano que considere competente, 
con conocimiento del administrado; en tal sentido, corresponde remitir la petición 
formulada por la recurrente a la misma entidad; 
 
(…) 
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 3.- DECLARAR IMPROCEDENTE por incompetencia el recurso de 
apelación interpuesto por    respecto de los ítems 1, 
1.1 y 2 de su solicitud. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública REMITIR a la Autoridad Nacional de Protección 
de Datos Personales la documentación materia del presente expediente, para su 
conocimiento y fines pertinentes, de acuerdo a su competencia, en virtud a lo 
resuelto en el artículo 3. (…)” 

 

19. En ese sentido, el Tribunal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública establece que la solicitud realizada por la administrada se basa 
información que forma parte de su derecho a la autodeterminación informativa 
prevista en el artículo 19 de la Ley de Protección de datos personales, siendo 
que, su solicitud no puede ser amparada por el derecho de acceso a la 
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información pública, por lo que, declara improcedente el recurso presentado 
respecto de los punto citados en el párrafo anterior.   

20. Visto lo anterior, es menester de esta Dirección dilucidar si este requerimiento 
corresponde a un derecho de acceso per se2, por lo que, es necesario citar 
los artículos pertinentes y demás normas complementarias dispuestas en la 
LPDP y su Reglamento.  

  
21. El derecho de acceso es un derecho reconocido por la LPDP y su Reglamento 

y faculta a toda persona3 a dirigirse al titular del banco de datos personales o 
responsable de tratamiento que supone está utilizando sus datos personales 
y requerir que le informe sobre qué datos personales están siendo objeto de 
tratamiento, la finalidad de los mismos, el consentimiento, la fuente de la que 
se obtuvieron y las transferencias realizadas o que se prevén hacer de ellos. 

 
22. El artículo 19 de la LPDP regula el derecho de acceso del titular de datos 

personales señalando que: “el titular de los datos personales tiene derecho a 
obtener información que sobre sí mismo sea objeto de tratamiento en bancos 
de datos de administración pública y privada, la forma en que sus datos fueron 
recopilados, las razones que motivaron su recopilación y a solicitud de quien 
se realizó la recopilación, así como las transferencias realizadas o que se 
prevén hacer de ellos”. (el subrayado es nuestro) 

 
23. Complementariamente, sobre el derecho de acceso el artículo 61 del 

Reglamento de la LPDP establece que: “sin perjuicio de lo señalado en el 
artículo 19 de la Ley, el titular de los datos personales tiene derecho a obtener 
del titular del banco de datos personales o responsable del tratamiento la 
información relativa a sus datos personales, así como a todas las condiciones 
y generalidades del tratamiento de los mismos”. (el subrayado es nuestro) 

 
24. El derecho de acceso sobre el que la DPDP puede pronunciarse, se delimita 

a las siguientes características: 
 

a) Forma parte de los denominados derechos ARCO (Acceso, Rectificación, 
Cancelación y Oposición) que permiten a las personas exigir que sus datos 
personales sean tratados adecuadamente; por lo que su regulación y 
protección se encuentran especialmente amparados por la LPDP y su 
Reglamento.  

b) Es un derecho personalísimo, lo que significa que sólo puede ser ejercido 
por el titular de los datos personales o por representante legal acreditado 
como tal; por lo que podrá ser denegado cuando la solicitud haya sido 
formulada por persona distinta del afectado y no haya acreditado que la 
misma actúa en representación de aquel. 

 
2 Real Academia Española y Asociación de Academias de la Lengua Española: 
Diccionario panhispánico de dudas (DPD) [en línea] 
per se 
1. Loc. lat. (pron. [per-sé]) que significa 'por sí mismo, por su naturaleza' 
3 Entiéndase “persona natural”. 
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c) La información solicitada debe corresponder exclusivamente a los datos 
personales del titular, ya que el derecho de acceso es la petición legítima 
del interesado a obtener información sobre sus propios datos personales y 
no de “terceros”.  

d) Si bien el derecho de acceso consiste en obtener información de los 
bancos de datos personales de administración privada o pública, esto no 
significa el acceso a documentos concretos que puedan contener 
información de “terceros”. 
 

25. Como puede apreciarse, el derecho de acceso, se fundamenta en la facultad 
de control que tiene el titular del dato personal sobre su información y, por 
ende, es un derecho personal que se basa en el respeto al derecho de 
protección de datos por parte del titular del banco de datos personales o 
responsable de tratamiento. 
 

26. En tal sentido, el titular del dato personal podrá tener acceso a la siguiente 
información: a) Cuáles de sus datos personales están utilizando. b) Cómo y 
de dónde fueron recopilados. c) Para qué finalidades se recopilaron. d) A 
solicitud de quién se realizó la recopilación. e) Con quién comparten la 
información. f) Qué transferencias están realizando. g) Las condiciones y 
generalidades del tratamiento de sus datos personales.  

 
27. En ese orden de ideas, la solicitud realizada por la administrada no tiene como 

finalidad acceder a algunos de los preceptos vistos en el párrafo anterior, 
concernientes a sus datos personales, sino obtener copia de la planilla de 
pagos de sus remuneraciones en formato digital PDF y conocer relación de 
las personas que autorizaron descuentos en mi planilla de pago los 
descuentos por tardanzas de las siguientes fechas (junio del 2023, Julio del 
2023, agosto del 2023, Setiembre del 2023, octubre del 2023, noviembre del 
2023.); explicación y devolución de descuentos efectuados; y la 
compensación de trabajo efectuado en mis horas libres en el periodo del y 
área del Hospital en la sección UCI COVID, por la cantidad de 276 horas. 
 

28. Al respecto, resulta evidente que, el pedido de reclamante no está orientado 
a conocer, de qué forma sus datos personales fueron recopilados, ni las 
razones que motivaron dicha recopilación, así como tampoco conocer a 
solicitud de quien se realizó la recopilación, las transferencias que se han 
realizado o que se prevén hacer con ellos, ni las condiciones y generalidades 
del tratamiento de sus datos personales.  
 

29. En tal sentido, cabe precisar que, no todos los pedidos que presentan los 
ciudadanos sobre documentos referidos a sí mismos emitidos por entidades 
públicas deben ser atendidos bajo del derecho de acceso a sus datos 
personales en el marco de la LPDP, puesto que existen procedimientos 
regulados en el Texto Único Ordenado de la Ley N.º 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General, aprobado mediante Decreto Supremo 
N.º 004-2019-JUS (en adelante el TUO de la LPAG) que habilitan a los 
administrados a solicitar documentación, tales como los procedimientos de 
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aprobación automática; por tanto, en algunos casos la naturaleza del pedido 
corresponde ser atendido en virtud del derecho de petición y en otros casos 
en virtud del derecho de acceso al expediente, como parte de las funciones 
de las entidades y contenidos en el Texto Único de Procedimientos 
Administrativos (TUPA) de las mismas. 

 
El derecho fundamental a formular peticiones  
 

30. El derecho de petición invocado por los administrados se encuentra 
reconocido en el artículo 2, inciso 20 de nuestra Constitución, que establece 
el derecho de toda persona a formular peticiones, individual o colectivamente, 
por escrito ante la autoridad competente, la que está obligada a dar al 
interesado una respuesta también por escrito dentro del plazo legal, bajo 
responsabilidad. 
 

31. El derecho de petición se encuentra regulado con mayor amplitud en el 
artículo 117 y siguientes del TUO de la LPAG; así, el numeral 117.2 del artículo 
117 del TUO de la LPAG establece que “El derecho de petición administrativa 
comprende las facultades de presentar solicitudes en interés particular dla 
administrada, de realizar solicitudes en interés general de la colectividad, de 
contradecir actos administrativos, las facultades de pedir informaciones, de 
formular consultas y de presentar solicitudes de gracia”. (El subrayado es 
nuestro). 

 

32. Conforme a lo antes expuesto, se puede apreciar que el derecho de petición 
incluye también la facultad de pedir informaciones; en ese sentido, el numeral 
121.1 del artículo 121 del TUO de la LPAG señala que el derecho de petición 
incluye el de solicitar la información que obra en poder de las entidades, 
siguiendo el régimen previsto en la Constitución y la Ley. 
 

33. Al respecto, el profesor MORON URBINA (2019)4 al comentar el citado artículo 
del TUO de la LPAG, sostiene lo siguiente: 

 

Este artículo vincula el derecho de petición con el de acceso a la 
información pública, dándole un tratamiento particularizado a través del 
cual se establece el derecho de los administrados, independientemente de 
ser parte o no de un procedimiento, a obtener la documentación oficial 
poseída por las entidades.  
(El subrayado es nuestro) 

 
34. En otras palabras, el derecho de petición puede incluir o no información de los 

propios administrados; por lo tanto, si en el pedido de información que 
efectúan los administrados existiese información personal de los propios 
solicitantes, ello no constituye un motivo para denegar la atención al ejercicio 
del derecho de petición. 

 
4  MORON URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Tomo I, Editorial El 

Buho E.I.R.L., Gaceta Jurídica, Lima, 2019, p. 646. 
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35. En el caso concreto, la administrada ha solicitado que se le otorgue copia de 

la planilla de pagos de sus remuneraciones en formato digital PDF y conocer 
relación de las personas que autorizaron descuentos en mi planilla de pago 
los descuentos por tardanzas de las siguientes fechas (junio del 2023, Julio 
del 2023, agosto del 2023, Setiembre del 2023, octubre del 2023, noviembre 
del 2023.); explicación y devolución de descuentos efectuados; y la 
compensación de trabajo efectuado en mis horas libres en el periodo del y 
área del Hospital en la sección UCI COVID, por la cantidad de 276 horas, la 
misma que, no está orientada a conocer, de qué forma sus datos personales 
fueron recopilados, ni las razones que motivaron dicha recopilación, así como 
tampoco conocer a solicitud de quien se realizó la recopilación, las 
transferencias que se han realizado o que se prevén hacer con ellos, ni las 
condiciones y generalidades del tratamiento de sus datos personales.    

 
36. En consecuencia, la solicitud de la administrada debe ser atendida por la 

entidad en ejercicio del derecho de petición, el cual permite a cualquier 
ciudadano o su representante formular pedidos ante la autoridad competente, 
y ésta a su vez cumpla con la obligación de otorgar una respuesta al 
peticionario en el plazo establecido, bajo responsabilidad; por lo que la 
remisión del presente expediente de apelación a esta Dirección para que se 
resuelva la solicitud de la administrada, debe ser declarado improcedente, al 
estar fuera del ámbito de la LPDP y su reglamento. 

 
Por las consideraciones expuestas y de conformidad con lo dispuesto por la Ley 
N.º 29733, Ley de Protección de Datos Personales y su Reglamento, aprobado por 
Decreto Supremo N.º 003-2013-JUS. 

SE RESUELVE: 

 
Artículo 1°. - Declarar IMPROCEDENTE la reclamación formulada por   

   contra la GOBIERNO REGIONAL MADRE DE DIOS – 
HOSPITAL DE SANTA ROSA DE PUERTO MALDONADO, por resultar la Dirección de 
Protección de Datos Personales INCOMPETENTE en razón de la materia. 

Artículo 2°. - INFORMAR a la señora    que de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 237.1 y 237.2 del TUO de la LPAG procede la 
interposición de recurso de apelación dentro del plazo máximo de quince (15) días 
hábiles contados a partir del día hábil siguiente de notificada la presente resolución 
directoral, el que una vez resuelto agota la vía administrativa.      

Artículo 3°. - NOTIFICAR al interesado la presente resolución directoral. 

Regístrese y comuníquese. 

 
 
María Alejandra González Luna 
Directora (e) de Protección de Datos Personales 
MAGL/aarm 


